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LENTITUD DE LOS PROCESOS PENALES EN MALAGA.
Este artículo presenta un análisis
de las causas internas del retraso
que sufren los procedimientos
penales  en nuestra  provincia,
entendiendo por tales causas las
que van referidas al propio fun-
cionamiento y estructura de los
Juzgados, prescindiendo de las
causas externas o generales que
afectan  también a otras Adminis-
traciones.
CASO REAL
Si examinamos un supuesto real
de procedimiento penal existente
en uno de los juzgados de Ins-
PROCEDIMIENTO ABREVIADO XXX/88
25/03/88 Incoación de las diligencias previas en Málaga
08/04/88 Declaración del perjudicado
22/04/88 Personación de la acusación particular
13/06/88 Declaración del perjudicado
29/06/88 El juzgado de Málaga se comunica con el de Fuengirola
 mediante exhorto para citar al implicado
11/07/88 El exhorto se devuelve sin cumplimentar al no
encontrarse al implicado
11/07/88 El Juzgado de Málaga insiste y manda un
nuevo exhorto a Fuengirola
29/09/88 Al no ser localizado se manda un oficio a la
policía para que lo localice
03/04/89 Se recuerda el oficio a la policía
23/05/89 Una vez localizado se dicta una providencia
acordando la citación del implicado
24/05/89 Al no acudir el implicado se manda oficio a
la policía para que lo cite
21/08/89 Solicitud de antecedentes penales
14/12/89 Recordatorio de antecedentes penales
26/03/90 Con los antecedentes penales y conociendo la
pena que le corresponde en abstracto se incoa
el procedimiento abreviado
21/11/90 Traslado a la acusación particular para calificación
11/02/91 Auto de apertura de la fase de juicio oral
21/02/91 Orden de busca y captura
15/01/92 Se recuerda la busca y captura
17/02/92 Declaración de rebeldía y se sobresee provisio-
nalmente hasta que aparezca el implicado
06/10/92 Notificación a la acusación particular del
sobreseimiento
07/03/93 Aparecido el implicado se manda un nuevo
exhorto a Fuengirola para tomarle declaración
17/03/93 Auto de prisión
18/03/93 Oficio solicitando expulsión por tratarse de un
extranjero
12/04/93 Reiteración de la solicitud de expulsión
03/05/93 La acusación particular recurre
08/06/93 Auto estimando el recurso
13/11/93 Se acuerda notificación a otro acusado
18/04/94 Orden de busca y captura del nuevo acusado y
paralización del expediente hasta su aparición
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M E T O D O S
Este artículo incluye algunos de
los puntos desarrollados en el tra-
bajo elaborado por un grupo de
alumnos de segundo curso de
Criminología, titulado Administra-
ción de Justicia Penal en Mála-
ga. Estudio Criminológico, que
pretende realizar un somero acer-
camiento a dicha Administración,
analizando sus deficiencias, su
compleja estructura y funcio–
namiento.La metodología utiliza-
da ha sido la observación partici-
pante y el análisis documental.
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trucción de Málaga, cambiando
algunos detalles para   evitar  la
 identificación  del caso, pode-
mos apreciar las dificultades y
dilaciones expuestas. No obstan-
te, hay que advertir que el ejem-
plo planteado, si bien es ilustrati-
vo de la lentitud de la Administra-
ción de Justicia, no es un caso
típico ya que en la actualidad la
media de tiempo empleado en la
instrucción de causas se ha redu-
cido bastante en lo que a delitos
comunes se refiere (ejem:robos,
hurtos, etc), viniendo a tardar toda
la tramitación del expediente has-
ta su resolución ( esto es, desde la
incoación del mismo hasta la sen-
tencia) alrededor de un año. En
las causas por delitos más graves
o en las que haya varios acusados
o muchos testigos, tanto la trami-
tación como la celebración del
juicio suele plantear más proble-
mas y, por tanto, la resolución se
demora más. Así, el caso pro-
puesto en el cuadro anterior cons-
tituye un ejemplo especial porque
en él confluyen muchas de las
causas que provocan el retraso
de un procedimiento, desde la
duplicidad de las actuaciones
(como libramiento de exhor-tos y
oficios, y los respectivos
recordatorios de exhortos y ofi-
cios...) hasta la orden de busca y
captura y el archivo del procedi-
miento (por encontrarse el acusa-
do en paradero desconocido), la
reapertura del mismo (por haber
sido hallado el acusado), la solici-
tud de expulsión y su reiteración
(el acusado es extranjero) o un
recurso interpuesto por la acusa-
ción particular (contra el auto que
acuerda la expulsión). Con todo
ello resulta que, transcurridos seis
años desde la incoación del
procedimiento, este caso aún
no está resuelto, ni siquiera re-
mitido al Juzgado de lo Penal
que habrá de juzgarlo.
La insuficiencia de la in-
fraestructura administrativa -o
quizás la mala gestión-, enten-
diéndose como tal el conjunto
de medios materiales y perso-
nales puestos a disposición de
la Administración de Justicia,
es una de las mayores causas
de la "crisis" de la misma.
EL EDIFICIO
A pesar de que los Juz-
gados del orden penal en Má-
laga (excepto el de Menores),
es decir, los de Instrucción, de
lo Penal y las Salas de la Au-
diencia, están ubicados en el
Palacio de Justicia Miramar,
éste no deja de ser un edificio
con concepciones deci–
monónicas basado más en ca-
racterísticas de orna-mentación
y boato que de funcionalidad.
La falta de espacio con la que
nació imposibilita una futura
ampliación del mismo. Ade-
más, los juzgados presentan
una compleja  distribución  a la que
se accede por una laberíntica red de
pasillos, escaleras y ascensores, mal
señalizados, donde no es de extra-
ñar ver a personas perdidas o que-
jándose de no encontrar el lugar a
donde han de acudir.
Por otra parte, los locales que
albergan los Juzgados continúan
siendo inadecuados, no adaptados a
las necesidades reales ni legales. A
título de ejemplo, es normal ver a los
testigos que han de declarar en juicio
y que en principio deberían estar
incomunicados entre sí, comentan-
do el caso antes de entrar a la sala de
vistas en la puerta de la misma. Las
secciones donde se desarrolla la ac-
tividad diaria de los Juzgados suelen
ser reducidas e incómodas, dándose
situaciones tales como que mientras
un funcionario teclea algún escrito,
hay otro a su lado que está notifican-
do una sentencia, un tercero que
habla por teléfono y un cuarto que
recibe declaración en presencia de
todos cuantos se encuentran allí en
ese momento.
EXIGENCIAS PROCESALES
La existencia, por otro lado,
El Instituto Andaluz Interuniversitario de Criminología de la
Universidad de Málaga imparte estudios de Experto Universitario en
Criminología cuya duración es de tres años.
Los interesados deben haber realizado el primer ciclo de estudios
universitarios o bien, teniendo aprobada la selectividad o equivalente,
pertenecer a las Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado, Guardia
Civil, Policía Local, Administración de Justicia, Instituciones Peniten-
ciarias o ser auxiliares de investigador privado.
Todo tipo de información sobre el contenido y estructura del
Título y  las condiciones de ingreso se puede obtener en la Secretaría
del Instituto (Facultad de Derecho de la Universidad de Málaga)
teléfono 213 23 25.
 Título de Experto en Criminología
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vueltos al Juzgado instructor que
los remitió, para su subsanación.
LOS MEDIOS DE T R A -
BAJO
Los medios de trabajo que se em-
plean en los Juzgados son prima-
rios: máquinas de escribir manua-
les en la mayoría de los casos;
donde hay ordenadores son utili-
zados casi de forma exclusiva para
tratamiento de textos; los Juzga-
dos funcionan como ínsulas aisla-
das entre sí, sin que exista una red
de ordenadores que los comuni-
que y coordine entre ellos; no exis-
te un sistema centralizado de infor-
mación al público ni a profesiona-
les del Derecho, sino personaliza-
do, lo que supone que el funciona-
rio que tramita un expediente es el
único que generalmente es capaz
de localizarlo e informar sobre él;
los tradicionales medios de comu-
nicación utilizados para citaciones,
requerimientos, comunicaciones a
otros Juzgados, etc (a través de
cartas y exhortos que, a menudo,
hay que recordar una o varias ve-
ces), no hacen sino demorar inútil-
mente el desarrollo del procedi-
miento; el sistema de archivos es el
mismo de hace siglos, no existien-
do un archivo centralizado y orde-
nado sistemáticamente; perdura el
sistema de unión de expedientes
por medio de cuerda floja (expe-
dientes cosidos), que no es sino
una reminiscencia histórica.
La estructura de la oficina
judicial permanece anquilosada,
con las únicas modificaciones ori-
ginadas por la incorporación de la
informática y por la creación de
algunos servicios comunes. La
mezcla de las actividades de ca-
de Juzgados de lo Penal sólo en
Málaga capital contribuye a que
éstos estén colapsados y a que
los procedimientos se dilaten; es-
pecialmente aquellos que llegan
incompletos o con algún defecto
procesal ya que han de ser de-
rácter administrativo con las de
carácter jurisdiccional afecta ne-
gativamente al funcionamiento de
los servicios.
MODELO DE TRABAJO
Se carece de un modelo unifica-
do de trabajo común a toda la
oficina judicial. Ello da como re-
sultado la existencia de casi tan-
tos modelos como órganos judi-
ciales y situaciones distintas de
eficacia o de carga de trabajo
resuelta por año. La eficacia de la
oficina judicial viene determinada
también por la disposición parti-
cular del personal que integra cada
órgano, produciéndose en base a
ella situaciones muy diferentes
entre los Juzgados de un mismo
orden jurisdiccional y entre dis-
tintos órdenes en una misma ciu-
dad, creándose agravios compa-
rativos que juegan en contra del
personal que más se esfuerza,




El actual sistema de distribución
de funciones entre el personal
que integra un Juzgado suele des-
concertar. A menudo se confun-
de la labor de los auxiliares con la
de los oficiales, pues ambos rea-
lizan tareas administrativas, dife-
renciándose en la práctica una
categoría profesional de otra sólo
en la nómina. El sistema de habi-
litaciones y sustituciones que pre-
vé la Ley Orgánica del Poder
Judicial viene siendo utilizado por
los Secretarios en más casos de
los  que deberían, delegando con-
Ya en la Exposición de Mo-
tivos de la Ley de Enjuiciamiento
Criminal de 1.882, aún vigente, el
entonces Ministro de Gracia y Jus-
ticia D. Manuel Alonso Martínez,
se lamentaba de extremos tales
como la omnipotencia absoluta de
los jueces, la tardanza de los proce-
dimientos, la necesidad de acabar
con las prácticas abusivas y
atentatorias de los derechos indi-
viduales, la verdad de artificio en
que acababa constituyéndose el
sumario..
"Los Jueces de primera
instancia..delegan frecuen–
temente la práctica de muchas di-
ligencias en el Escribano, quien, a
solas con el procesado y los testi-
gos, no siempre interpreta bien el
pensamiento, ni retrata con perfec-
ta fidelidad las impresiones de
cada uno.."
"...No es raro que un suma-
rio dure ocho o más años, y es
frecuente que no dure menos de
dos, prolongándose en ocasiones
por todo este tiempo la prisión pre-
ventiva de los acusados..."
"Educados los españoles
durante siglos en el procedimiento
escrito, secreto e inquisitorial, lejos
de haber adquirido confianza en
la Justicia...se han desviado cada
vez más de los Tribunales, miran-
do con lamentable recelo a los Ma-
gistrados, Jueces, Escribanos y
Alguaciles, y repugnando figurar
como testigos en el proceso".
Alonso Martínez: Exposición de
motivos de la Ley de Enjuiciamien-
to Criminal de 14 de septiembre de
1882.
El proceso penal hace un siglo
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tinuamente sus funciones en ofi-
ciales que realizan un trabajo que
en principio no les corresponde y
por el que no perciben compen-
sación económica alguna. En sen-
tido estricto, un oficial del Juzga-
do no tiene la obligación de tomar
declaraciones, ni de preparar
pruebas, ni de decidir si da la
razón a uno u otro letrado, aunque
ésto sea la práctica habitual.
La dación de cuenta, fun-
ción atribuida al Secretario Judi-
cial por la referida Ley y consis-
tente en la información oral por
parte de éste al Magistrado de
la presentación de escritos y
documentos el mismo día o al
siguiente hábil, o del transcurso
de plazos procesales u otras
diligencias, así como la fepúbli-
ca judicial cuyo  depositario
es igual y exclusivamente
el Secretario Judicial, úni-
co competente para decir que
lo que expresan las actuaciones
judiciales es cierto, por lo cual
todas ellas deben practicarse en
su presencia, resultan muy difí-
ciles. Evidentemente, dicho fun-
cionario no puede estar presen-
te en todas las que se realizan a
la vez en un Juzgado. Por ejem-
plo, no puede estar presente en
una declaración, en una notifi-
cación y en un requerimiento,
tres diligencias que suelen prac-
ticarse simultáneamente y a dia-
rio en un mismo Juzgado en sus
diferentes dependencias. De ahí
que se produzca un formulismo
retórico y una continua falsedad
SUGERENCIAS
Existe una  gran necesidad de
reformar las leyes procesales, de
mejorar los recursos humanos y
materiales, de despenalizar deter-
minadas conductas y de
replantearse  las competencias del
Ministerio Fiscal y de los Juzgados
de Instrucción.
Estos temas no han podido ser
abarcados en este Boletín, sin em-
bargo, presentamos algunas suge-
rencias concretas a lo especifica-
do en este artículo:
• Un edificio de nueva planta más
funcional.
• Mejor distribución geográfica de
los órganos judiciales.
• Adecuación de la estructura y
funcionamiento de la oficina ju
dicial a la realidad social.
• Incremento de responsabilidad
y toma de decisiones por parte
de los funcionarios que trami
tan el expediente, siempre que
no afecte a derechos fundamen
tales.
El Boletín criminológico da un breve resumen de trabajos de
investigación llevados a cabo en la Sección de Málaga del
Instituto Andaluz Interuniversitario de Criminología. Se edita
un boletín cada mes y la subscripción es gratuita.





En el Boletín  nº 2, en la tabla de la
página 3, hay un error en la suma
total de diligencias procedentes
de la Policía Nacional. En vez de
sumar 670, el total es de 700. El
porcentaje correspondiente refle-
ja ésta última cifra.
documental asumidos por los dife-




Otro problema con el que nos
encontramos es el de la dificultad
de acceso de los ciudadanos a la
Justicia, entendida como la capa-
cidad para acudir a los Tribunales
y obtener de ellos una solución a
sus conflictos. El coste, en dinero y
en tiempo, que supone recurrir a la
vía judicial hace que cada vez más
los ciudadanos sean reacios y des-
confiados de la acción de la Justi-
cia.
